BOLETIN Nº 1196-04



INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL, recaído en los números 29, 30 y 31 del artículo 1º permanente y artículos 5º a 8º transitorios del proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley Nº 19.070, Estatuto Docente, al decreto con fuerza de ley Nº 5, de Educación, de 1993, que establece subvenciones a la educación, y otorga beneficios que indica.

_______________________________





Honorable Senado:



				En conformidad con el acuerdo que adoptásteis en sesión celebrada el 22 de marzo de 1995, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto de los números 29, 30 y 31 del artículo 1º permanente y artículos 5º a 8º transitorios, del texto que os propone la Comisión de Educación y Cultura para el proyecto de ley de la referencia.



				Este informe se circunscribe a las aludidas disposiciones, que son las señaladas en el que evacuó la Comisión de Educación y Cultura.



				Asistieron a la sesión en que estudiamos las referidas disposiciones, además de los miembros de la Comisión, el señor Ministro de Educación, don Sergio Molina, el Subdirector del Trabajo, don Sergio Mejías, el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación, don Juan Vilches, y el Jefe del Sector Interior-Educación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, don José Espinoza.



				Concurrió también el Colegio de Profesores A.G., representado por su presidente, don Osvaldo Verdugo, el Vicepresidente, don Carlos Vásquez y el abogado don Luis Parra.



				Os connotamos, tal como lo hizo la Comisión de Educación y Cultura en su informe, que el número 31 del artículo 1º debería ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional, por incidir en materias relativas a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, y el artículo 6º transitorio con rango de ley de quórum calificado, por regular el ejercicio de la seguridad social.  Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 74 y 19, Nº 18, de la Constitución Política de la República, respectivamente, en relación con los incisos segundo y tercero del artículo 63 de esa Carta Fundamental.





------------





				El señor Ministro de Educación manifestó que, desde un punto de vista general, cabe destacar que el proyecto de ley contiene tres ideas centrales: las modificaciones al Estatuto Docente, el incremento de las subvenciones correspondientes y el aumento de las remuneraciones del magisterio.



				En cuanto a las modificaciones al Estatuto Docente, un tema de arduo debate ha sido el relativo a las causales por las que los profesionales de la educación dejan de pertenecer a una dotación docente, que están contenidas en el artículo 52 del proyecto de ley.



				Una causal que ha sido discutida particularmente, es la individualizada con la letra h), que es nueva y que está referida a la disminución de la dotación, en conformidad a los dispuesto en el artículo 22 del Estatuto Docente.



				Este artículo se refiere a un nuevo instrumento, por el cual las Municipalidades deberán elaborar un Plan de Desarrollo Educativo Anual Municipal, que determinará el número de horas que requiere la comuna para cumplir con sus fines educativos. En consecuencia, el Plan puede eventualmente disminuir total o parcialmente el número de horas que ejerce un profesor. 



				Esta modificación fue acordada en octubre de 1994 con el Colegio de Profesores y la norma se ha redactado de tal modo que no se puedan cometer arbitrariedades. En efecto, una vez determinada la dotación anual, si hay un exceso de horas de una asignatura específica, habrá que resolver qué hacer con el excedente. Hay resguardos para evitar atropellos y se establece un procedimiento al cual debe sujetarse el Alcalde o la Corporación, en su caso, para resolver si se deben disminuir horas y, en tal evento, para disponer quien cesa en sus funciones.



				También cabe destacar la causal contemplada en la letra g) del artículo 52, relativa a la pérdida sobreviniente de alguno de los requisitos de incorporación a una dotación docente. Esta causal, que estaba en el Mensaje de la iniciativa que dio origen a este proyecto, fue repuesta en la Comisión de Educación y Cultura del Senado y ha de entenderse relacionada con el número 3.- del artículo 24 de la ley Nº 19.070, Estatuto Docente, que señala que para incorporase a la dotación de un establecimiento del sector municipal, será necesario tener salud compatible con el desempeño del cargo.



				Podría entenderse que si no hay salud compatible con el desempeño del cargo, el docente debería dejar de cumplir con su función. Los profesores no están de acuerdo con ello, porque incorpora la condición de salud del docente. Sostienen que dicho tema debe tratarse conjuntamente con otros sobre la misma materia, que estará contenido en un proyecto de ley, actualmente en estudio en el Ejecutivo.



				Finalmente, cabe destacar las normas que se refieren a los resguardos establecidos para los casos especiales de personas que recibirán indemnización, y cuales serán sus condiciones de reincorporación.





				El señor Presidente del Colegio de Profesores A.G. manifestó que, en cuanto a las causales por las cuales se deja de pertenecer a una dotación docente, contenidas en el artículo 52 del proyecto de ley, el Colegio rechaza la incorporación de la salud incompatible con el desempeño del cargo, que pareciera estar contenida en la letra g) de esta disposición. Mientras no se legisle sobre las enfermedades profesionales que afectan a  los profesores, es imposible que exista esta causal. A modo de ejemplo, cabe destacar las enfermedades visuales, las auditivas, el stress, etcétera, patologías que hoy no están contenidas en la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.



				En consecuencia, cuando efectivamente se legisle sobre la materia y se precise cuáles son dichas enfermedades, será la oportunidad de discutir el tema.



				En cuanto al artículo 52 bis B, y específicamente en lo que dice relación con la reincorporación de los docentes, el Colegio ha planteado que si el despido es arbitrario o abusivo, corresponde al Juez ordenar la reincorporación del profesor a su fuente de trabajo. Aun más, si hoy en día  la educación está a cargo de los Municipios, es bueno para desincentivar los abusos en los despidos que exista la posibilidad de la reincorporación o, en caso contrario, una indemnización aumentada en un 100%, toda vez que si el Juez resuelve que el profesor ha sido despedido arbitraria o injustamente, puede ocurrir que éste decida, ya sea por la pérdida de confianza o por deterioro de las relaciones humanas, no reincorporarse y optar por una indemnización.



				En cuanto a  los artículos transitorios, estiman que el retiro voluntario y los estímulos para los profesores que están en condiciones de jubilar, es una cuestión digna de destacar y que el Colegio de Profesores valora en su justa medida.



				No obstante, esta norma debe estar financiada. Cuando el profesor que cumpla con los requisitos quiera hacer uso de este derecho, el Municipio no tendrá recursos para cumplir con la disposición. En efecto, el Ministerio de Educación ha señalado que los recursos de que dispone alcanzan para cubrir las indemnizaciones de mil a mil quinientos profesores, en circunstancias que según los cálculos del Colegio hay entre siete mil y ocho mil docentes que podrían acogerse a jubilación. Es impensable que el empleador impida el ejercicio de este derecho por parte del profesor, porque no tiene los recursos para cumplir con la ley.



				Además, señaló el señor Presidente de Colegio de Profesores A.G., el organismo que dirige habría deseado que la Comisión de Trabajo y Previsión Social de esta Corporación estudiara otros temas, toda vez que el Estatuto Docente legisla básicamente las relaciones laborales de los profesores con sus empleadores.



				Por ejemplo, la cuestión del cargo-hora, que es fundamental y específico del Estatuto Docente al garantizar la estabilidad, no sólo de los docentes, sino que del sistema educativo en general. El país anhela a que la educación sea la clave de su desarrollo, y la aspiración del Colegio en este sentido es el Proyecto Educativo Comunal, donde los profesores se hagan responsables, junto a los demás actores de la sociedad civil, de este Proyecto. Cómo exigir mejoramiento de la calidad y de la equidad en la educación si un profesor elabora un proyecto, otro lo ejecuta y otro lo evalúa. ¿Quién será el responsable del éxito o del fracaso de ese proyecto educativo?  Actualmente, algunos Municipios están llamando a concurso público para directivos docentes por quince o veinte horas. Parece poco probable que sus pares, o la comunidad pueda exigir a este director que responda por dicho proyecto con tan reducido número de horas. Pretender subordinar los aspectos pedagógicos de la educación, a las condiciones financieras y económicas del país, es un sistema perverso.



				Otro tema que tampoco será conocido por esta Comisión, pero que ha juicio de Colegio corresponde considerar, dice relación con el complemento de zona. Actualmente 138 Municipios lo pagan, 38 lo hacen parcialmente y 30 simplemente no lo cancelan.



				En el complemento de zona la subvención está zonificada en el porcentaje correspondiente. Los empleadores tuvieron plazo desde el 1º de julio de 1991 -fecha de publicación del Estatuto Docente- hasta el 31 de diciembre de 1993 para regularizar la situación. Se trata de un derecho adquirido por los profesores y así lo ha dictaminado la Contraloría General de la República y la Dirección del Trabajo.



				También cabe destacar el tema del período de transición. Cuando el proyecto en informe sea ley, deberá existir un período amplio para su completa ejecución, por ejemplo hasta el 28 de febrero de 1997. La naturaleza, la complejidad y las consecuencias que tendrá esta reforma requerirá un período de transición lo suficientemente amplio como para permitir a profesores, empleadores y Ministerio de Educación, la toma de decisiones al respecto.



				Finalmente, hay que tener presente el tema de la extensión horaria. Es fundamental el sistema de concursos público y la trasparencia de éstos, aún cuando se trate de pocas horas. Además, ello debe producirse por voluntad de ambas partes y no por la sola decisión del empleador.





----------







ARTICULO 1º



Número 29



(Corresponde al numeral 1. del número 26,

texto de la H. Cámara de Diputados)





				Sustituye el artículo 52 de la ley Nº 19.070, que determina las causales de extinción de la relación laboral de los profesionales de la educación del sector municipal.



				El texto que os recomienda la Comisión de Educación y Cultura difiere del aprobado por la H. Cámara de Diputados, entre otros aspectos, en que reemplaza la causal de término de la relación laboral agregada en la letra g), nueva, por la de pérdida sobreviniente de alguno de los requisitos de incorporación a una dotación docente.



				Artículo 52



			La Honorable Senadora señora Feliú manifestó que, en relación a la causal de la letra g), le causa sorpresa el que alguien pueda pretender que se trata de una norma injusta, puesto que esa disposición está contemplada en los Estatutos Administrativos del sector público. Desde hace muchos años ha habido una causal de cese de funciones que consiste en la pérdida de los requisitos de ingreso y dentro de éstos está la pérdida de la salud. Es insostenible plantear que debe mantenerse de manera indefinida la relación laboral de una persona enferma con una salud irrecuperable, ya que no tiene salud compatible con el cargo. Por ejemplo, si un profesor de aula pierde la voz, podrá ser una enfermedad profesional, pero no puede continuar desempeñando sus funciones.



				Además, cabe tener presente que en su oportunidad las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, al considerar el proyecto de ley que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, discutieron profundamente este tema y se determinó incorporar una norma al respecto, adaptando las disposiciones existentes en este sentido en la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo y en la ley Nº 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. De este modo, el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal establece que la salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.833, es una causal para dejar de pertenecer a una dotación municipal de salud.



				El señor  Ministro de Educación manifestó que dentro de las causales del artículo 52 vigente, no está la relativa a la salud. La causal de la letra g) del texto de la Comisión de Educación y Cultura de esta Corporación, debe entenderse relacionada con el artículo 24 del Estatuto Docente que, en su número 3.-, establece como requisito para ingresar a la dotación de un establecimiento del sector municipal, tener salud compatible con el desempeño del cargo.



				Hay que tener presente que además de ejemplo dado por la Honorable Senadora señora Feliú, en cuanto al profesor de aula que pierde la voz, hay otras situaciones como los trastornos de carácter sicológicos, cuya apreciación es más subjetiva. Por ello es necesario establecer qué es salud compatible y quién la determina.



				La Honorable Senadora señora Feliú señaló que sería conveniente introducir una modificación al texto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura, en el sentido de seguir la misma línea del Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, en su artículo 48 letra g), es decir salud incompatible o irrecuperable, lo que está sometido a una decisión médica que es reclamable, o sea no es una decisión meramente administrativa. La norma fue aprobada hace algunos meses por el Congreso Nacional y se refiere a un sector similar. Está inspirada en el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales y no ha tenido problemas en su aplicación.



				El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación señaló que una vez enviado el Mensaje del Ejecutivo al Parlamento, se analizó el tema más en profundidad y el Gobierno envió una indicación reemplazando el texto del Mensaje por otro que señalaba como causal de cesación la salud incompatible o irrecuperable, reproduciendo la norma del Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Precisamente se hizo en resguardo del derecho de los docentes, que reclaman que el profesor cese en funciones por declaración de salud incompatible, la cual está definida en el mismo Estatuto. Hoy los profesores pueden estar varios años enfermos con salud incompatible, pero no hay causal de cese de funciones. El personero del señalado Ministerio sostuvo que mientras no se regulen las enfermedades profesionales propias de  los profesores, como la afonía, la neurosis con los niños, etcétera, no se puede aplicar esta causal. Por lo anterior, el Ejecutivo junto con enviar la indicación para establecer esta causal, en una disposición transitoria propuso que ella no se aplicaría mientras el Congreso Nacional no despachara esa nueva ley o, en todo caso, a partir del 1º de marzo de 1996. No obstante, esta indicación fue rechazada en la H. Cámara de Diputados.



				El Honorable Senador señor Calderón, presentó indicación para sustituir la letra g) del texto de la Comisión de Educación y Cultura, por la letra g) aprobada por la H. Cámara de Diputados.



				El Honorable Senador señor Thayer manifestó que en cuanto a las enfermedades profesionales, la situación es justamente a la inversa de como lo ha planteado el Colegio de Profesores A.G.. En efecto, mientras no estén definidas las enfermedades profesionales de los profesores, se aplican las normas relativas a las enfermedades comunes, ya que la patología que no está calificada como profesional no podrá ser alegada.



				El Honorable Senador señor Prat expresó su acuerdo con la letra g) del artículo 52, incorporada por la Comisión de Educación y Cultura del Senado. La disposición ya está en los estatutos del sector público y faltaba en el Estatuto Docente. Igualar su redacción a la norma del Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, es una forma correcta de homogeneizar la legislación.



				El Honorable Senador señor Urenda hizo presente que es necesario mantener la letra g), e incorporar otra causal para el tema de la salud incompatible o irrecuperable.



				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio expresó su preocupación por esta materia. Señaló que muchas de las causales  del artículo 52 son objetivas, pero la salud incompatible o irrecuperable no siempre es fácil de determinar. Tal vez un reglamento debería establecer un mecanismo, ya que una enfermedad aparentemente irrecuperable, puede ser reversible o transitoria.



				- Puesta en votación la indicación del H. Senador señor Calderón, para reponer la letra g) del texto de la H. Cámara de Diputados, resultó rechazada por tres votos en contra y dos a favor. La desecharon los HH. Senadores señores Prat, Thayer y Urenda y la respaldaron los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio.



				La Honorable Senadora señora Feliú formuló formal cuestión de constitucionalidad para los efectos previstos en el artículo 82 de la Constitución Política y en los artículos 38 y siguientes de la ley Nº 17.997, respecto de la indicación presentada por el Honorable Senador señor Calderón, puesto que en ella no se respeta el principio constitucional de la igualdad ante la ley. No es posible que personas condenadas queden exceptuadas porque cometieron un delito en determinada época histórica del país. En consecuencia, esta indicación que discrimina respecto de grupos de personas, se aparta de lo dispuesto en la Carta Fundamental.



				A continuación, la Honorable Senadora señora Feliú presentó indicación para agregar una nueva letra en el artículo 52, que contemple separadamente la causal de salud irrecuperable o incompatible con el desempeño de la función docente, en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.883, estimando Su Señoría que ello resuelve las dudas manifestadas por el Colegio de Profesores A.G., y tiene la conveniencia de homogeneizar con las normas similares vigentes sobre la materia.



				- Puesta en votación esta indicación, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, con los fundamentos de voto que se señalan a continuación.



				El Honorable Senador señor Thayer señaló que votaba favorablemente la indicación porque no hay razón para oponerse a ella, fundado en la circunstancia de que las enfermedades profesionales que afectan a los profesores no están determinadas, puesto que la única diferencia es que cuando se legisle sobre ellas se adicionarán a las enfermedades comunes y podrán ser invocadas, situación que hoy no puede ocurrir.



				El Honorable Senador señor Prat aprobó la indicación por las razones expresadas por Su Señoría en el debate.



				El Honorable Senador señor Urenda respaldó la indicación, porque la nueva causal contribuye al  principio de la igualdad ante la ley.



				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio manifestó que dada la imposibilidad de modificar sustantivamente la causal de la letra g), y ante la necesidad de que se clarifique la situación relativa a las normas vigentes, concurría con su voto a aprobar la indicación, porque esclarece lo contemplado en la letra g) aprobada por la Comisión de Educación y Cultura del Senado.



				El Honorable Senador señor Calderón dijo que al no haberse aprobado su proposición, optaba por aprobar esta segunda indicación, por cuanto constituye un avance y aclaración de lo que estaba globalmente considerado en la letra g).



				- Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social, de conformidad con lo anteriormente expuesto, os propone, por la unanimidad de sus miembros, aprobar el artículo 52 con la enmienda de contemplar una nueva letra g), con el texto que se consignará en su oportunidad, pasando las actuales letras g) y h) a ser letras h) e i), respectivamente.





Número 30



				Agrega, a continuación del artículo 52 de la ley Nº 19.070, los artículos 52 bis y 52 bis A, que se describirán separadamente.





Artículo 52 bis.-



(Correlativo al numeral 2. del número 26,

texto de la H. Cámara de Diputados)



				El inciso primero dispone que el Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación que aplique la causal de término de la relación laboral por disminución o supresión de las horas que sirvan los docentes, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la ley Nº 19.070, deberá basarla en la dotación aprobada de acuerdo a dicha disposición, fundamentada en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, en el cual se haya resuelto la supresión parcial o total de un número determinado de horas que puedan afectar a uno o más docentes.



				Su inciso segundo establece un orden determinado de prelación que deberá seguirse para identificar al docente que, dados los supuestos de la norma, deba ponérsele término a su relación laboral.



				El inciso tercero otorga a los profesionales de la educación afectados, que tengan la calidad de titulares, derecho a indemnización de cargo del empleador, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, que correspondan al número de horas suprimidas, por cada año de servicio en la administración municipal con un máximo de once, o la indemnización a todo evento que hubieren pactado en conformidad al Código del Trabajo, si el monto de esta última fuere mayor. Ambas indemnizaciones no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal, salvo acuerdo en contrario respecto de las estipuladas a todo evento.



				Su inciso cuarto preceptúa que mientras las indemnizaciones no hayan sido pagadas a los afectados, éstos mantendrán su derecho a las remuneraciones y demás beneficios, tanto legales como contractuales.



				El texto que os propone la Comisión de Educación y Cultura presenta algunas enmiendas en relación al aprobado por la H. Cámara de Diputados.



				En primer término, diferencia entre los profesionales de la educación dependientes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal y aquellos que lo son de las Corporaciones Educacionales, para precisar que será el Alcalde de una municipalidad o el representante de una Corporación quien aplique la causal de cesación en la dotación, respectivamente, estableciendo además, que esta causal de término de la relación laboral deberá basarse obligatoriamente en la dotación aprobada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 22 de la ley Nº 19.070, fundamentada en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal.



				En segundo lugar, establece un determinado orden de prelación para individualizar el docente al que afectará la aplicación de la causal señalada precedentemente; primero los contratados, si no es suficiente con los titulares que en igualdad de condiciones para desempeñar horas de un mismo nivel y especialidad de enseñanza tengan una menor calificación y, finalmente, con los titulares que tengan todos los requisitos para jubilar en relación con quienes no los posean.



				Además, el texto en análisis explicita que el decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser notificados a los afectados; que las remuneraciones devengadas en el último mes a considerar para la indemnización corresponderán al número de horas suprimidas; que procederá la indemnización a todo evento pactada con el empleador sólo cuando fuere mayor que la que corresponda según los años de servicio, y que las indemnizaciones no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal, salvo acuerdo en contrario respecto de las pactadas a todo evento.



				Por último, la norma protectora de los derechos de los profesionales docentes afectados por el término de la relación laboral contemplada en este artículo 52 bis, precisa que éstos mantendrán su derecho a las remuneraciones y demás beneficios, tanto legales como contractuales, mientras las indemnizaciones que correspondan no se hayan pagado.



				La Comisión resolvió, unánimemente, considerar este artículo por incisos a fin de facilitar los acuerdos que se adoptaran en su oportunidad.



				- El inciso primero se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda, con la sola enmienda de cambiar la referencia a la letra h) del artículo 52, por otra a la letra i) del mismo artículo, para concordar con la modificación que se propone en esa disposición.



				Al debatir el inciso segundo, el señor Ministro de Educación manifestó que el texto de la Comisión de Educación y Cultura ha perfeccionado las normas contenidas en el artículo en análisis, regulando pormenorizadamente el orden para determinar el profesional de la educación que se verá afectado por el término de la relación laboral, al aplicarse la causal de disminución o supresión de horas de la dotación docente. Ahora bien, el Ejecutivo estima que la norma necesita una mayor precisión aún en el caso de quienes tengan la calidad de contratados, puesto que si se disminuye o suprime horas de una determinada asignatura ello debiera afectar a contratados de dicha asignatura, situación que no está expresamente así señalada para los docentes contratados, y sí está considerada, más adelante, respecto de los titulares.



				Vuestra Comisión estuvo conteste en que la situación planteada por el señor Ministro debe corregirse, haciendo de general aplicación el requisito de desempeñar horas de un mismo nivel y especialidad de enseñanza.



				- En virtud de lo expuesto, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Calderón, Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda, aprobó el inciso segundo reemplazando su texto por otro que se transcribe en su oportunidad, y que contempla las enmiendas reseñadas precedentemente.



				Seguidamente, el señor Ministro de Educación anunció que el Ejecutivo está estudiando efectuar otra modificación a este inciso segundo, que se materializaría en una indicación posterior. Ello se refiere a distinguir la situación de reducción parcial de horas, de la de reducción total de las mismas, fijando un límite específico de horas en el primer caso, a fin de evitar discrecionalidades en su aplicación y, además, hacer operable el sistema de condicionantes que la disposición contempla.



				Vuestra Comisión estimó positivo el planteamiento efectuado por el señor Ministro, considerando que el Ejecutivo debería presentar la indicación pertinente en su oportunidad.



				- El inciso tercero se aprobó unánimemente, con la misma votación consignada precedentemente. El inciso cuarto recibió votación favorable, unánime, de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda.













Artículo 52 bis A.-



(Corresponde al numeral 3. del número 26,

texto de la H. Cámara de Diputados)



				Su inciso primero establece que el profesional de la educación que hubiere percibido la indemnización contemplada en el artículo 52 bis, sea en forma parcial o total, no podrá ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación, en calidad de contratado, dentro de los cinco años siguientes a la percepción de dicha indemnización.



				El inciso segundo determina que el docente que haya recibido la indemnización del inciso primero y postule a un concurso a la misma Municipalidad o Corporación que le pagó la indemnización, podrá reincorporarse a la dotación docente respectiva si es elegido en dicho concurso.  Además, le permite optar por no devolver la indemnización recibida si acepta estipular expresamente que en ningún caso se considerará como tiempo servido para ese empleador, para los efectos del eventual pago de una nueva indemnización, el mismo período de años por el cual se le pagó la anterior indemnización; o bien, por devolverla previamente, expresada en unidades de fomento con más el interés corriente para operaciones reajustables.



				El texto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura difiere del de la H. Cámara de Diputados, entre otros aspectos, en que establece que la indemnización que se ha percibido puede serlo en forma parcial o total, en que distingue para dicha reincorporación entre la calidad de contratado y la de titular, rigiendo para el contratado la prohibición de incorporarse a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación, por el lapso de tiempo ya indicado, y para el segundo, esto es, el que postula a un concurso y es elegido, el derecho de opción descrito en el párrafo inmediatamente anterior.



				El Honorable Senador señor Thayer señaló que le parece sano el principio que establece el proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura, por cuanto consultar sólo el mecanismo de la devolución de indemnizaciones es complicado. No obstante, Su Señoría observa algunos problemas que la iniciativa no soluciona en esta disposición ni en otras.



				Uno de estos problemas es la igualdad de condiciones, puesto que es difícil sostener que la hay, cuando contratar a un profesor de una determinada asignatura, con veinte años de antigüedad, tiene un costo mucho mayor que un profesor con cinco años de antigüedad. Pueden tener la misma aptitud para el cargo, pero si uno de ellos implica un mayor costo, es muy improbable que se opte por él. La única manera de hacer compatible la carrera docente con la excelencia de la función, es sacar la antigüedad como un factor de costo específico para la Municipalidad o Corporación que contrata al profesor.



				Por lo anterior, agregó el señor Senador, es que ha venido planteando al señor Ministro de Educación, y también a su antecesor en el cargo, y como lo sostuvo al debatirse el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, que se estudie e implemente un nuevo sistema respecto a la consideración de la antigüedad. Este sistema podría ser un fondo de compensación formado por los recursos que el Estado entregaría al mismo, y no a cada Municipio directamente. De tal manera, los desembolsos que correspondiera efectuar se girarían contra ese fondo de compensación, sin que fueren necesarios mayores recursos, ni que cada Municipio se viera en la imposibilidad económica de recibir al profesional de la educación. Lo anterior permitiría que los docentes desarrollen su carrera funcionaria debidamente, mediante su antigüedad o experiencia y sus aptitudes por el perfeccionamiento.



				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio señaló que estimaba inconveniente contemplar un sistema de devolución de la indemnización, por cuanto ello se aparta del sistema general y puede inducir a confusiones. El trabajador cuya relación laboral termina percibe su indemnización, y si posteriormente vuelve a trabajar porque gana un concurso, aunque sea en la misma entidad u organismo, comienza a computarse un nuevo período de servicios para los efectos de una nueva indemnización.



				El Honorable Senador señor Urenda manifestó que el proyecto establece como principio general el de la devolución de la indemnización, con el objeto de evitar que se ponga término a la relación laboral, se perciba la indemnización, y la persona sea recontratada de inmediato en la misma dotación docente, provocando con ello el efecto de utilizar el sistema sólo para adelantar el pago de indemnizaciones.



				El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación señaló que el proyecto innova sustancialmente en relación al sistema vigente en el Estatuto Docente, por cuanto actualmente de acuerdo a su artículo 52, el profesional de la educación cuya relación laboral termina por disminución de la dotación está impedido de volver a la actividad docente en cualquier establecimiento del sector municipal a nivel nacional, sin que previamente restituya el total de la indemnización percibida. La norma del proyecto regula esta situación impidiendo la nueva incorporación como contratado por 5 años, contados desde la percepción de la indemnización, y sólo para ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación, en su caso.



				El Honorable Senador señor Thayer expresó que prestará su aprobación a la norma en comento, sin perjuicio de mantener las prevenciones ya manifestadas al inicio del debate de este artículo, respecto a que se debe estudiar un nuevo sistema para regular los beneficios que se derivan de la antigüedad del docente y la forma de pagarlos.



				- La Comisión aprobó el artículo 52 bis A, por tres votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Calderón, Thayer y Urenda. Se abstuvo el H. Senador señor Ruiz De Giorgio señalando que, de acuerdo a lo ya expresado, estudiaría presentar una indicación para modificarlo.





Número 31



(Corresponde al número 27, texto de la

H. Cámara de Diputados)



				Agrega a continuación del artículo 52 bis A, un artículo 52 bis B.



				El inciso primero preceptúa que el hecho de que el profesional de la educación reciba parcial o totalmente la indemnización a que se refiere el artículo 52 bis, constituirá una aceptación de la causal, sin perjuicio de su derecho a reclamar las diferencias que estime se le adeudan.



				Su inciso segundo establece que si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación que corresponda, no observó, en su caso, el procedimiento señalado en el inciso segundo del artículo 52 bis -propuesto por la Comisión de Educación y Cultura-, esto es, el orden de prelación para identificar al docente al que se aplicará la causal de término de la relación laboral a que esa disposición se refiere, el afectado podrá reclamar de esa ilegalidad ante el Tribunal del Trabajo respectivo, dentro de un plazo de 60 días contado desde la notificación del cese y solicitar la reincorporación en sus funciones.



				El texto que la Comisión de Educación y Cultura os propone presenta sendas diferencias con el de la H. Cámara de Diputados, puesto que este último contempla el derecho del profesional de la educación a recurrir al Tribunal del Trabajo correspondiente, cuando habiéndose aplicado la causal de término de la relación laboral por disminución de la dotación, el afectado estime que tal aplicación es injustificada, indebida o improcedente, siempre que no hubiere hecho aceptación de ella del modo previsto en el inciso primero.  Además, porque el texto de la H. Cámara de Diputados dispone que de acogerse el reclamo el Juez ordenará el pago de la indemnización correspondiente aumentada en un 20% y, por último, al prescribir en su inciso tercero, en los casos que indica, que el Juez podrá ordenar que la indemnización correspondiente se pague aumentada en un 50%, o bien la reincorporación del reclamante.



				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio manifestó que este artículo presenta una regulación insuficiente en cuanto al tema de la reincorporación.  Debería quedar establecido que en la situación que la disposición plantea, que la reincorporación será obligatoria y que sólo el trabajador podrá optar por aceptarla o no, debiendo pagársele una indemnización por años de servicio, aumentada en un 100%. Por lo anterior, Su Señoría formuló indicación para agregar un inciso tercero que contemple esta situación en la forma señalada.



				El Honorable Senador señor Calderón expresó su desacuerdo con el texto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura, puesto que contempla sólo una posible reincorporación, por lo cual presentó indicación para reponer el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados en el inciso tercero del artículo 52.



				La Honorable Senadora señora Feliú puntualizó que, en su concepto, el artículo 52 bis B no sólo sería una norma de carácter orgánico constitucional, sino que también de quórum calificado, pues al regular indemnizaciones se trataría de una materia relativa al ejercicio del derecho a la seguridad social.



				Por otra parte, agregó la señora Senadora, esta disposición fue extensamente debatida en la Comisión de Educación y Cultura.  Se planteó una tesis, a la que Su Señoría adhirió, en cuanto a que no se podía dejar entregado, en definitiva, lo que es la administración de la educación, al criterio o apreciación del Juez.  Ello, porque si bien en el proyecto de ley se busca el máximo de objetividad a través de los criterios de fijación del Plan de Desarrollo Educativo Anual, del número de horas docentes de que se trate y debidamente adecuadas, siempre se llega a que las horas docentes se sirven por personas determinadas. En la perspectiva expuesta, se planteó que se mantuviera el sistema del Código del Trabajo y que fuera en definitiva el Alcalde o la Corporación, en su caso, quien determinará si reincorporaba o pagaba indemnización, siempre en el evento del trabajador que reclamaba del despido.



				La tesis indicada no prosperó, y por ello quedó establecido en esta norma que si el trabajador solicita al tribunal la reincorporación en sus funciones, es el Juez el que resuelve.  Si ordena la reincorporación, así tendrá que procederse obligatoriamente por el Alcalde o la Corporación, no existiendo en consecuencia derecho de opción del trabajador a la reincorporación o al pago de la indemnización.



				El señor Ministro de Educación precisó que en la situación de que trata el artículo en análisis, el texto aprobado en la H. Cámara de Diputados se originó en una indicación del Ejecutivo, con la sola excepción de la frase final del inciso tercero relativa a la opción de la reincorporación.  Esa normativa, en los supuestos que la disposición señala para el término de la relación laboral, contempla una gradualidad en el aumento de la indemnización para el caso de acogerse por el Tribunal el reclamo del trabajador, sistema que puede llegar hasta una indemnización aumentada en un 50%, regulación que es una asimilación de las disposiciones del Código del Trabajo.



				Agregó el señor Ministro, que el Ejecutivo no es partidario de contemplar una reincorporación obligada del trabajador, pues ello constituiría una excepción al sistema general vigente en la legislación laboral.



				Las Honorables Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio hicieron presente que, en definitiva, presentaban una sola indicación, en conjunto, para agregar un inciso tercero, con el texto siguiente:



				"La reincorporación será obligatoria y solo el trabajador podrá optar por la reincorporación y se le pagará la indemnización aumentada en un 50%.".



				El Honorable Senador señor Prat planteó que es necesario dilucidar la situación de que si no hubiera norma relativa a la indemnización aumentada en este artículo, y de acogerse por el tribunal el reclamo del trabajador, por la aplicación supletoria del Código del Trabajo, estaría o no facultado el Juez para ordenar el pago de la indemnización aumentada en los porcentajes correspondientes.



				El Honorable Senador señor Thayer manifestó que el pago de la indemnización aumentada hasta en un 50%, procede cuando ha habido una situación de tipo doloso en el despido, y así se acreditare ante el tribunal, pero, lo que no está contemplado en el artículo 168 del Código del Trabajo es la reincorporación obligatoria del trabajador, correspondiendo ello a un principio absolutamente coherente con la normativa existente de que frente al despido abusivo se recarga la indemnización. Imponer la reincorporación de una persona despedida generaría un sinnúmero de situaciones altamente inconvenientes, como las de inseguridades para el trabajador y dificultades para el empleador, todo lo cual es incompatible con un sistema de libre contratación.



				Agregó Su Señoría, que en la materia en análisis se encuentran comprometidos recursos fiscales y, en consecuencia, las Municipalidades y Corporaciones tendrán que proceder con el máximo de acuciosidad, pues un despido abusivo haría incurrir en un mayor gasto, generando las responsabilidades del caso.



				Por otra parte, añadió el señor Senador, la aplicación supletoria del Código del Trabajo puede no ser posible, puesto que una cosa son los principios en que esa legislación esta inspirada y otra la aplicación concreta de la normativa que contiene. Estas disposiciones tendrían que ajustarse directamente en el proyecto en análisis, si así se decidiere.



				El Honorable Senador señor Urenda señaló que coincidía con el planteamiento del Honorable Senador Thayer, agregando que, en todo caso, siempre existiría la posibilidad de que las partes llegaran a un avenimiento y se reincorporará al trabajador, como sucede por ejemplo con la instancia de conciliación ante el tribunal.



				El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que el tema hay que enfocarlo dejando señalado el principio de que no se trata de contemplar una inamovilidad absoluta, sino que de precaver la indefensión del trabajador. Esto último, se condice también con la creación del mecanismo del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, que sirve de fundamento a la adecuación de la dotación docente, entendido ello en un marco de la educación que permitirá contar en el futuro con más alumnos, horas docentes, profesores, etcétera.



				Ahora bien, agregó Su Señoría, en el proyecto de ley en estudio existen normas que permitirán a los profesores que lo deseen retirarse y acogerse a determinados beneficios. Pero, el personal que permanezca desempeñando sus funciones docentes, debe tener los resguardos necesarios que aseguren su estabilidad laboral, lo que es distinto de la inamovilidad.  En consecuencia, si la Municipalidad o la Corporación no se ajusta a la normativa vigente para poner término a la relación laboral con el profesional de la educación, éste tiene que tener derecho a reclamar al Tribunal del Trabajo para que se determine si su despido fue abusivo.



				Por último, puntualizó el señor Senador, si el despido fue abusivo, y frente a las alternativas de indemnizar o reincorporar al trabajador, es de justicia que éste tenga el derecho a la reincorporación.



				El señor Subdirector del Trabajo manifestó que la opinión del Ministro del Trabajo y Previsión Social en esta materia, y en términos estrictamente jurídicos, es la que pasa a señalar.



				El ordenamiento jurídico laboral general, tal como se ha expresado en esta Comisión, no contempla en los casos de término del contrato de trabajo el mecanismo de la reincorporación del trabajador, salvo dos excepciones que se indicarán.



				Esa regla general, agregó el señor Subdirector, es el principio que al Ministerio del Trabajo y Previsión Social le interesa resaltar, por cuanto la modernización de las relaciones laborales en su conjunto pasa, entre otras cosas, por la homologación de normas jurídicas y no por la proliferación de estatutos especiales.



				Explicitó el señor Subdirector, que las situaciones excepcionales que admiten reincorporación se refieren, básicamente, a los trabajadores que gozan de fuero laboral, el sindical y el maternal, por la existencia de un despido que más que el carácter de injusto, tiene más bien el de despido nulo, por no haberse respetado las normas de procedimiento establecidas en la ley. No obstante lo expresado, en el caso de los profesionales de la educación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social reconoce que hay al menos dos o tres aspectos que es necesario connotar y que lo hacen especialísimo, como es el paso de una inamovilidad a una tendencia a la flexibilidad en el término de la relación laboral, recogida en este proyecto.  Además hay particularidades especiales, en lo relativo a la posibilidad ocupacional docente en algunas Municipalidades, en que es prácticamente monopólica de la Corporación Municipal.



				Finalmente, el señor Subdirector expresó que todo lo anterior ameritaría contemplar en el caso en análisis, algún mecanismo de reincorporación, pero, para no romper el principio general, cual es que en definitiva la indemnización es un elemento compensatorio del daño que irroga el despido indebido, que estaría ocurriendo al vulnerarse ciertas normas de procedimiento que son de orden público, esta reincorporación que se considerara, debería también contemplar la alternativa de la indemnización aumentada. La reincorporación obligatoria estaría rompiendo el principio de la homogeneidad de la legislación laboral sobre la materia, y ello podría tener un impacto en otros aspectos de las relaciones laborales que avanzan hacia tendencias de mayor flexibilidad, al menos en estos aspectos.



				- Puesta en votación la indicación presentada por los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio del tenor transcrito anteriormente, resultó rechazada por tres votos en contra de los HH. Senadores señores Prat, Thayer y Urenda, y uno a favor del H. Senador señor Ruiz-Esquide.



				A continuación, los HH. Senadores señora Feliú, Thayer y Urenda, y los representantes del Ministerio de Educación, estuvieron contestes en modificar el inciso segundo del artículo 52 bis B, reemplazando la frase relativa a solicitar la reincorporación en sus funciones, para contemplar el sistema de indemnización aumentada, cuando el Tribunal del Trabajo acoge el reclamo del trabajador, con el siguiente texto:



				"Si el Juez acoge el reclamo ordenará que la indemnización a que se refiere el inciso anterior se pague aumentada en un 20%, pudiendo elevar dicho porcentaje hasta un 50%.".



				- El artículo 52 bis B se aprobó con las enmiendas consignadas precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Ruiz-Esquide, Thayer y Urenda.



				El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide fundó su voto por la afirmativa , en que habiéndose rechazado la indicación de los HH. Senadores señores Calderón y Ruiz De Giorgio, que Su Señoría apoyó, la modificación que se introduce al inciso segundo mejora el texto despachado por la Comisión de Educación y Cultura.





ARTICULOS TRANSITORIOS



Artículo 5º



				Su inciso primero, otorga plazo hasta el 29 de febrero de 1996, a contar de la fecha de entrada en vigor de la ley a que dará origen este proyecto, para que las Municipalidades o las Corporaciones que administren los establecimientos educacionales del sector municipal puedan poner término a la relación laboral de los profesionales de la educación que presten servicios en ellos y que reúnan los requisitos para obtener jubilación o pensión en su régimen previsional, respecto del total de horas que sirven, a iniciativa de cualquiera de las partes.  Asimismo, consagra el derecho de estos profesionales a una indemnización de un mes de la última remuneración devengada por cada año de servicios o fracción superior a seis meses, prestados a un mismo empleador, o la que hubieren pactado a todo evento de acuerdo al Código del Trabajo, si esta última fuere mayor.



				Los incisos segundo y tercero regulan aspectos referidos a las causales de término de la relación laboral de los docentes que sean imponentes de una Administradora de Fondos de Pensiones, al modo de hacer el pago de la indemnización y la naturaleza de ésta.



				El inciso cuarto establece que respecto a quienes perciban la indemnización a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable lo dispuesto en el artículo 52 bis A -texto propuesto por la Comisión de Educación y Cultura- de la ley Nº 19.070.



				Sus incisos quinto y sexto disponen que el número de horas docentes que desempeñaban quienes cesen en sus servicios por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, y en el artículo 6º transitorio, se entenderán suprimidas por el sólo ministerio de la ley en la dotación docente de la comuna, salvo aquellas que queden vacantes respecto de quienes cesen en la función de director de establecimientos.



				El texto de la Comisión de Educación y Cultura es igual al aprobado por la H. Cámara de Diputados, salvo el cambio de referencia efectuado en su inciso cuarto.



				El Honorable Senador señor Calderón presentó indicación para sustituir en el inciso primero "29 de febrero de 1996" por "28 de febrero de 1997", esto es, ampliando en un año más los beneficios que contempla la disposición en análisis.



				- Se rechazo la indicación por tres votos en contra de los HH. Senadores señora Feliú y señores Thayer y Urenda, y una abstención del H. Senador señor Ruiz-Esquide.



				- El artículo 5º transitorio se aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, votando los mismos señores Senadores individualizados precedentemente.



				La Honorable Senadora señora Feliú hizo presente para los efectos del estudio posterior de la iniciativa, en segundo informe, que la norma de la parte final del inciso primero, en cuanto a que si el profesional de la educación proviniere de otra Municipalidad o Corporación, sin solución de continuidad, tendrá derecho a que se le considere todo el tiempo servido en esas condiciones, debe ser objeto de una mayor regulación.  Es conveniente establecer una obligación de concurrencia de las distintas entidades involucradas en el beneficio a pagar, pues resulta difícil sostener que la totalidad del tiempo servido por el docente sea de cargo de un solo Municipio o Corporación, en su caso.





Artículo 6º



				Establece que, a contar de la fecha de entrada en vigor de la ley a que dará origen este proyecto y hasta el 29 de febrero de 1996, las pensiones de los profesionales de la educación que jubilen por aplicación de las normas del artículo 5º transitorio y las de aquellos que cumplan con todos los requisitos para jubilar que dejen de pertenecer a la dotación por retirarse voluntariamente de ella, y que sean imponentes del Instituto de Normalización Previsional y cuyas pensiones se determinen sobre la base de las treinta y seis últimas remuneraciones, tendrán derecho a que las de los primeros doce meses que se consideren para el cálculo respectivo, sean las correspondientes a las de los últimos doce meses que sirvan para su determinación y no las efectivamente percibidas.



				La Comisión de Educación y Cultura contempla el mismo texto aprobado por la H. Cámara de Diputados.



				El Honorable Senador señor Calderón presentó indicación para reemplazar la fecha 29 de febrero de 1996 por 28 de febrero de 1997.



				- Esta indicación fue rechazada por 3 votos en contra y una abstención. Votaron por desecharla los HH. Senadores señora Feliú y señores Thayer y Urenda. Se abstuvo el H. Senador señor Ruiz-Esquide.



				- El artículo 6º transitorio se aprobó, unánimemente, con los votos favorables de los HH. señores Senadores señalados precedentemente.



				La Honorable Senadora señora Feliú planteó expresamente a los representantes del Ejecutivo que se estudie modificar la parte final de esta disposición, respecto a las 36 últimas remuneraciones para determinar la pensión, en lo que corresponde al cálculo de los doce primeros meses considerándolas como si fueran las de los últimos doce meses. Estimó la señora Senadora que este sistema debe contemplar un porcentaje específico de lo que representa sobre la última remuneración de la persona, pues incluso la fórmula diseñada implica un mayor costo de trabajo administrativo para calcular, revisar y otorgar la pensión, costo que es de cargo del Fisco.





Artículo 7º



				Otorga en su inciso primero, a los profesionales de la educación que no tengan derecho a jubilar en cualquier régimen previsional y dejen de pertenecer a la dotación mediante una acuerdo celebrado con sus respectivos empleadores, en el período comprendido entre la fecha de vigencia de la ley y el 29 de febrero de 1996, derecho a una indemnización por el tiempo efectivamente servido en la respectiva Municipalidad o Corporación, de un mes por cada año de servicio de su última remuneración, con un tope de once meses e incrementada en un 25%.



				Prescribe, en su inciso segundo, que las horas que queden vacantes por aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior serán suprimidas de la respectiva dotación comunal, y la reincorporación de los docentes que hubieren percibido esta indemnización sólo procederá previa devolución de ella, salvo que hayan transcurrido cinco años desde su percepción.



				Indica, en su inciso tercero, que, no obstante lo anterior, las horas que queden vacantes respecto de quienes cesen en el desempeño de las funciones de director de establecimientos no se suprimirán de la respectiva dotación docente.



				Concede, en su inciso cuarto, a los profesionales de la educación que sufran de enfermedades que dificulten el desempeño de sus funciones docentes, el derecho a solicitar acogerse al beneficio de este artículo. Agrega, que las horas docentes que quedaren vacantes por esta situación no necesariamente se suprimirán de la dotación.



				El texto que os propone la Comisión de Educación y Cultura difiere del de la H. Cámara de Diputados, en dos aspectos:



				- Suprime en el inciso primero la oración final que excluye a los docentes que optan por participar en un programa de reinserción laboral con financiamiento estatal, del incremento del 25% de la indemnización de que trata esta disposición.



				- Elimina en su inciso final la norma que faculta al Jefe Provincial de Educación para autorizar el reemplazo de las horas docentes que queden vacantes en la dotación, dados los supuestos de dicho inciso.



				La Comisión resolvió, unánimemente, dividir por incisos el tratamiento de este artículo 7º transitorio, a fin de facilitar los acuerdos que se adoptarán en su oportunidad.



				En el inciso primero se consideró una indicación del H. Senador señor Calderón, para reemplazar la fecha 29 de febrero de 1996 por 28 de febrero de 1997, ampliando en un año el período de vigencia que la norma contempla.



				- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Thayer y Urenda.



				- Puestos en votación los incisos primero, segundo y tercero, recibieron el respaldo unánime de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Ruiz-Esquide, Thayer y Urenda.



				En cuanto al inciso cuarto, la Honorable Senadora señora Feliú planteó su eliminación, por tratarse de una norma de carácter amplio e impreciso que presentará numerosos problemas para su aplicación, relativos a la determinación de las enfermedades que dificulten el desempeño de las funciones docentes. A lo anterior se suma que quienes acojan a esta disposición, por acuerdo de las partes, percibirán una indemnización incrementada, presentándose además la situación excepcional de que las horas que quedaren vacantes no se suprimirán, necesariamente, de la respectiva dotación, lo que si ocurre en la regulación general del artículo 7º transitorio, salvo el caso de las horas que queden vacantes de las funciones de director de establecimientos.



				Por otra parte, agregó la señora Senadora, esta disposición es inconstitucional por cuanto se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, que no estando incluida en el Mensaje se aprobó en la H. Cámara de Diputados por la vía de una indicación de varios señores Diputados.  Es una norma de iniciativa de S.E. el Presidente de la República, puesto que concede el poder impetrar un beneficio económico y, en consecuencia, representa un mayor gasto.



				Los representantes del Ministerio de Educación hicieron presente en primer lugar, que las personas a que se refiere el inciso cuarto si no tienen derecho a jubilar ya están incluidas en la normativa del inciso primero. En segundo término, resaltaron la inconveniencia de aprobar esta norma, especialmente, porque no se suprimen las horas docentes que quedaren vacantes, lo que resulta más grave aún en el caso de que sólo se recurra a esta vía para concordar el dejar de pertenecer a la dotación.



				- Puesto en votación el inciso cuarto, resultó rechazado por tres votos en contra de los HH. Senadores señora Feliú y señores Thayer y Urenda, y uno a favor del H. Senador señor Ruiz-Esquide.



				El Honorable Senador señor Urenda fundó su voto por la negativa en que la redacción de este inciso cuarto es demasiado amplia e imprecisa.





Artículo 8º



				Establece que en los casos de los artículos 5º y 7º transitorios del proyecto, sólo desde el día en que el empleador ponga a disposición de los profesionales de la educación la totalidad de las indemnizaciones que les correspondan, de conformidad con la ley y el contrato respectivo, se entenderá producido el término de la relación laboral.



				El texto que os propone la Comisión de Educación y Cultura modifica el aprobado por la H. Cámara de Diputados, suprimiendo el inciso segundo que dispone que la aplicación de las normas señaladas en los artículos 5º y 7º transitorios del proyecto, cuando sean de iniciativa de las Municipalidades o de las Corporaciones, sólo producirán efectos una vez que hayan sido ratificadas por el Concejo Municipal.



				El Honorable Senador señor Calderón presentó indicación para agregar al final de esta disposición lo siguiente: "En consecuencia, mientras dichas indemnizaciones no se paguen íntegramente, el profesional de la educación mantendrá su derecho a percibir las remuneraciones y demás beneficios legales y contractuales que le correspondan.".



				La Honorable Senadora señora Feliú manifestó opinión contraria a la indicación, por cuanto se trata de dos temas distintos. Uno es el derecho a la remuneración a que se refiere la indicación, y otro es el término de la relación laboral tratado en este artículo 8º. La Comisión de Educación y Cultura estudió estas materias estableciendo que si no hay término de la relación laboral, hay obligación de desempeñar las funciones con el correspondiente derecho a remuneraciones, pero, si no hay cumplimiento de las funciones no hay derecho a las remuneraciones aún cuando no esté terminada la relación laboral.



				En segundo lugar, agregó Su Señoría, la indicación expresa que las indemnizaciones deben estar pagadas.  En cambio la disposición del artículo 8º transitorio establece que se "ponga a disposición del trabajador la totalidad de las indemnizaciones que correspondan", evitando que quede al arbitrio del trabajador ir a cobrar las indemnizaciones o no hacerlo, y continuar recibiendo las remuneraciones.



				- Puesta en votación la indicación, fue rechazada, unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señora Feliú y señores Ruiz-Esquide, Thayer y Urenda.



				Vuestra Comisión acordó, unánimemente, con los votos de los mismos señores Senadores individualizados precedentemente, dejar establecido que la norma del artículo 8º significa que mientras no se pongan a disposición del trabajador la totalidad de las indemnizaciones a que ella se refiere, la relación laboral continuará vigente y el profesional de la educación tendrá la obligación de cumplir sus funciones y el derecho correlativo de percibir por ello las remuneraciones correspondientes.



				A continuación, la Comisión estimó necesario reemplazar en este artículo 8º transitorio la palabra "efectuada" por el vocablo "ocurrido", por considerar que este último es el que corresponde utilizar para referirse al término de la relación laboral.



				- El artículo 8º transitorio se aprobó, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Ruiz-Esquide, Thayer y Urenda.



-----------



				Consecuencialmente con los acuerdos expuestos, vuestra Comisión del Trabajo y Previsión Social tiene a honra recomendaros aprobar los números 29, 30 y 31 del artículo 1º permanente y artículos 5º a 8º transitorios, del texto propuesto por la Comisión de Educación y Cultura, con las siguientes modificaciones:





ARTICULO 1º 



Número 29



Artículo 52.-



				Incorporar una letra g), nueva, pasando las actuales letras g) y h) a ser letras h) e i), respectivamente, con el siguiente texto:



				"g) Por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño de su función en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.883;".



Número 30



Artículo 52 bis.-



Inciso primero



				Reemplazar la expresión "letra h" por "letra i)".



Inciso segundo



				Sustituirlo por el siguiente:



				"Para determinar al profesional de la educación que desempeñando horas de un mismo nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, sea parcial o totalmente, se deberá proceder en primer término, con quienes tengan la calidad de contratados; si lo anterior no fuere suficiente, se procederá con los titulares que en igualdad de condiciones tengan una menor calificación y, por último, con los titulares que tengan todos los requisitos para jubilar en relación con quienes no los posean.".





Número 31



Artículo 52 bis B.-



Inciso segundo



				Reemplazarlo por el siguiente:



				"Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó, en su caso, el procedimiento señalado en el inciso segundo del artículo 52 bis de la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar de ello ante el Tribunal del Trabajo respectivo, dentro de un plazo de 60 días contado desde la notificación del cese que lo afecta.  Si el Juez acoge el reclamo ordenará que la indemnización a que se refiere el inciso anterior se pague aumentada en un 20%, pudiendo elevar dicho porcentaje hasta un 50%.".













ARTICULOS TRANSITORIOS



Artículo 7º



Inciso cuarto



				Suprimirlo.





Artículo 8º



				Sustituir la palabra "efectuada" por el vocablo "ocurrido".





-----------





				Acordado en sesión celebrada el día 6 de abril de 1995, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Rolando Calderón Aránguiz (Presidente), Francisco Prat Alemparte (señora Olga Feliú Segovia), José Ruiz De Giorgio (Presidente accidental) (Mariano Ruiz-Esquide Jara), William Thayer Arteaga (Presidente accidental) y Beltrán Urenda Zegers.



				Sala de la Comisión, a 10 de abril de 1995.





































				MARIO LABBE ARANEDA

                         Secretario
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